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Señores 
JUZGADO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA (Reparto) 
 
 

REFERENCIA: Demanda de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho – de Carácter Laboral 

 
 

JULIAN ANDRES GIRALDO MONTOYA mayor y vecino de Bogotá, identificado 
con la Cédula de Ciudadanía Número 10.268.011 de Manizales, abogado en 
ejercicio, acreditado con TP. No. 66.637 del C.S. de la J.., actuando en nombre y 
representación JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ, de las condiciones 
conocidas en el poder legalmente otorgado el cual acompaño al presente 
escrito para incoar el medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho que contempla el Título III del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en su Artículo 138, en 
contra de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – (FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO), representado 
legalmente por la Ministra de Educación Nacional, Dra. GINA PARODY, o 
quien lo sea o haga sus veces, al momento de la notificación del auto admisorio 
de la demanda, o por el apoderado especial que para el efecto se designe, a fin 
de que previos los trámites procesales previstos en el C.P.A.C.A., y mediante 
sentencia con fuerza de cosa juzgada, se provea favorablemente a las 
siguientes: 
 

I. PRETENSIONES 
 
DECLARACIONES: 
 
1. Declarar  LA EXISTENCIA del acto ficto o  presunto configurado el 05 
noviembre de 2019, frente a la petición radicada el 5 de agosto de 2019, 
con relación al reconocimiento y pago de la sanción moratoria de en el pago de 
las cesantías, toda vez que la misma no fue contestada por parte de la entidad 
demandada Ministerio de Educación Nacional – Fonpremag. 
 
2. Declarar la nulidad del acto ficto o presunto configurado el día el 05 
noviembre de 2019, frente a la petición radicada el 5 de agosto de 2019, en 
cuanto  negó el derecho a pagar la SANCION POR MORA a mi mandante 
establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día 
de su salario por cada día de retardo, contados desde los Setenta (70) días 
hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la 
demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma. 
 
3. Declarar que mi representado tiene derecho a que la NACIÓN - MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL -FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO-, le reconozca y pague la SANCION POR MORA 
establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día 
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de su salario por cada día de retardo, contados desde los setenta (70) días 
hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía ante la entidad y 
hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma. 
 
CONDENAS 
 
1. Condenar a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-, a que se le 
reconozca y pague la SANCION POR MORA establecida en la Ley 244 de 1995 y 
Ley 1071 de 2006 a mi mandante, equivalente a un (1) día de su salario por 
cada día de retardo, contados desde los setenta (70) días hábiles después de 
haber radicado la solicitud de la cesantía ante la entidad y hasta cuando se 
hizo efectivo el pago de la misma. 
 
2. Que se ordene a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-dar 
cumplimiento al fallo que se dicte dentro de este proceso tal como lo dispone 
el artículo 192 del Código de procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. (C.P.A.C.A). 
 
3. Condenar a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- al 
reconocimiento y pago de intereses moratorios a partir del día siguiente de la 
fecha de la ejecutoria de la sentencia y por el tiempo siguiente hasta que se 
efectúe el pago de la SANCION MORATORIA reconocida en esta sentencia. 
 
4. Condenar en costas a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- de 
conformidad con lo estipulado en el Artículo 188 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y Código General del 
Proceso. 
 

II. HECHOS 
 
PRIMERO: El artículo 3 de la ley 91 de 1989, creó el FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial de la 
Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería 
jurídica.  
 
SEGUNDO: De conformidad con el parágrafo 2º del artículo 15 de la ley 91 de 
1989, le asignó como competencia al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO el pago de la CESANTIA de los docentes de los 
establecimientos educativos del sector oficial.   
 
TERCERO: Teniendo de presente estas circunstancias, mi representado, por 
laborar como docente en los servicios educativos estatales le solicitó a la  
NACION – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL - Fondo de 
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Prestaciones Sociales el Magisterio, el día  11 de mayo de 2016 el 
reconocimiento y pago de la cesantía a que tenía derecho.   
 
CUARTO: Por medio de la RESOLUCION 5299 DE 11 DE AGOSTO DE 2016 
EXPEDIDA POR CELMIRA MARTIN LIZARAZO DIRECTORA DE TALENTO 
HUMANO SECRETARIA DE EDUCACION DEL DISTRITO, le fue reconocida la 
cesantía solicitada. 
 
QUINTO: Esta cesantía fue cancelada el  27 de octubre de 2016, por 
intermedio de  entidad bancaria 
 
SEXTO: El artículo 4 de la ley 1071 de 2006, estableció: 
 
“ …. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que 
tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la 
resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la 
ley. 
Parágrafo. En caso que la entidad observe que la solicitud está incompleta 
deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles 
siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente los documentos 
y/o requisitos pendientes. 
Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud 
deberá ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este 
artículo.” 
El artículo 5 ibídem por su parte contempló: 
 
“ …. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 
cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 
administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin 
perjuicio de lo establecido por el Fondo Nacional de Ahorro. 
Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 
de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de 
sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de 
retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo 
bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este articulo. 
(Subrayas fuera de texto) 
 
SEPTIMO: El Honorable Consejo de Estado, en multiplicidad de oportunidades 
se ha pronunciado al respecto de la manera como debe entenderse la 
disposición normativa, como en sentencia de Unificación del 27 de marzo de 
2007, SU 02513, M.P. Jesús María Lemos Bustamante, donde contemplo que: 
 
“ …. Sobre la formula de contabilizar los términos señalados en la norma 
anterior, (…) la Sala Plena del Consejo de Estado ha expresado:   (…..)  El 
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tiempo a partir del cual comienza a correr el término para que se genere la 
indemnización moratoria debe contarse desde la fecha en la cual el interesado 
radicó la petición de reconocimiento y pago de las cesantías definitivas, es 
decir quince (15) días hábiles que tiene la entidad para expedir la resolución, 
mas cinco (10) días hábiles que corresponde a la ejecutoria … más cuarenta y 
cinco (45) días hábiles a partir del día en quedó en firme la resolución,  para 
un total de 70 días hábiles, transcurridos los cuales se causará la sanción 
moratoria” 
 
OCTAVO: Al observarse con detenimiento, mi representado solicitó la cesantía 
el 11 de mayo de 2016, siendo el plazo para cancelarlas el día 24 de agosto 
de 2016 pero se realizó el día 27 de octubre de 2016 por lo que 
transcurrieron 62 días de mora contados a partir de los 70 días hábiles que  
tenía la entidad para cancelar la cesantía hasta el momento en que se efectuó 
el pago. 
 
NOVENO: Con fecha  5 de agosto de 2019 se solicitó el reconocimiento y pago 
de la sanción moratoria en el pago de la cesantía a la entidad convocada y ésta 
resolvió negativamente en forma ficta  las pretensiones invocadas, situación 
que conllevó de conformidad con el procedimiento administrativo a solicitarle 
a la Procuraduría la fijación de audiencia de conciliación prejudicial con el 
objeto de llegar a acuerdos  y sobre las pretensiones de esta demanda, 
situación que no fue posible, y por ello se adelanta la presente DEMANDA DE 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO.  
 
DECIMO: Una vez presentada la reclamación administrativa, transcurrieron 
más de tres meses, sin que la entidad diera respuesta, configurándose el acto 
ficto a o presunto negativo  de que trata el artículo 83 de la Ley 1437 de 
2011.13 
 

III. DISPOSICIONES LEGALES VIOLADAS 
 
 Ley 91 de 1989. Art. 5 y 15.  
 Ley 244 de 1995. Artículos 1 y 2. 
 Ley 1071 de 2006. Artículos 4 y 5 
 

IV. CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
 
 
EL CASO CONCRETO 
 
El pago de las cesantía de los docentes afiliados al FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, siempre han estado 

                                                 
13 Ley 1437 de 2011 Silencio administrativo. Artículo 83. Silencio negativo. Transcurridos tres (3) meses contados a partir de la presentación de una 

petición sin que se haya notificado decisión que la resuelva, se entenderá que esta es negativa. 
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menoscabando las disposiciones que regulan la materia, demorándose, en 
algunos eventos, hasta 4 o 5 años, contrario al pago de las cesantías de los 
demás servidores del estado, que al momento de solicitar sus cesantías, estas 
están siendo canceladas a mas tardar dentro de los 30 días siguientes a su 
solicitud, por tratarse de emolumentos salariales que retiene el patrono, pero 
que son del empleado, para cuando este, quede CESANTE en su actividad. 
 
En virtud de esta circunstancia, fueron expedidas de manera progresiva la ley 
244 de 1995 y la ley 1071 de 2006, mediante la cuales se regulo la situación 
particular del pago de las cesantías parciales y definitivas de los servidores 
públicos, estableciendo un término perentorio para el reconocimiento de las 
mismas, de los 15 días después de radicada la solicitud y 45 días para proceder 
al pago al servidor, después de expedido el acto administrativo de 
reconocimiento. 
 
Sin embargo esta circunstancia, y muy a pesar de que la jurisprudencia ha 
establecido que la disposición normativa ha de entenderse que el 
reconocimiento y pago, no debe superar los 65 días hábiles después de haber 
radicado la solicitud, el FONDO PRESTACIONAL DEL MAGISTERIO cancela por 
fuera de los términos establecidos en la ley esta cesantía, lo que genera una 
SANCION para la entidad equivalente a 1 día de salario del docente, con 
posterioridad a los 65 días hábiles después de haber radicado la solicitud, 
contado hasta cuando se efectúe el pago de estas cesantías. 
 
 Ley 91 DE 1989. Artículo 2. Numeral 5: 
 
El artículo 5 de mencionada normatividad establece: 
 
“ ….. Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que 
se causen a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, 
son de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades territoriales, la Caja 
Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades que 
hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta la 
fecha de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por concepto de 
las prestaciones sociales no causadas o no exigibles” (Subrayas al copiado) 
 
En estas circunstancias, puede observarse que mi representado tiene la 
calidad de nacional o nacionalizado y la prestación fue reconocida con 
posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 91 de 1989, situación por la 
que la SANCION MORATORIA deprecada, está a cargo de la entidad 
demandada y está obligada a responder por esta situación tan irregular. 
 
 LEY 244 DE 1995 
 
La ley 244 de 1995, en sus artículos 1 y 2, ya habían determinado el derecho 
para mi representado (a) así: 
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“ …. Artículo 1. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que 
tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la 
resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la 
ley. 
 
ARTÍCULO 2o. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 
cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 
administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin 
perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o 
parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y 
cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada 
día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo 
cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto 
en este artículo. (Subrayado al copiado)  
 
A pesar de que esta norma fue sustituida por la ley 1071 de 2006, es claro que 
la intención del legislador, fue buscar que una vez el empleado quedara 
cesante en su empleo, pueda obtener unos recursos rápidos para mitigar la 
ostensible rebaja de sus ingresos al retirarse o perder su trabajo. Inicialmente 
la sanción solo hacía referencia a las CESANTIAS DEFINITIVAS, pero con la 
entrada en vigencia de la ley 1071 de 2006, la protección de que el trabajador 
pudiera obtener su pago de la cesantía antes de los 70 días después de 
radicada la solicitud y fue ampliada a la cesantía parcial por medio de la Ley 
1071 de 2006, ya era un imperativo legal que la entidad demandada pretende 
desconocer. 
 
LEY 1071 DE 2006. 
 

 Artículo 4 de la ley 1071 de 2006, estableció: 
 
“ …. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que 
tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la 
resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la 
ley. 
 
Parágrafo. En caso que la entidad observe que la solicitud está incompleta 
deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles 
siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente los documentos 
y/o requisitos pendientes. 
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Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud 
deberá ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este 
artículo.” 
 
El artículo 5 ibídem por su parte contempló: 
 
“ …. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de 
cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 
administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin 
perjuicio de lo establecido por el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 
de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de 
sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de 
retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo 
bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo.  
 
En estas circunstancias, obsérvese que el espíritu garantista de la Ley 1071 de 
2006, al establecer los términos perentorios para el reconocimiento y pago de 
la cesantía de mi representado, está siendo burlada por la entidad demandada, 
pues se encuentra cancelando la prestación, con posterioridad  a los setenta 
(70) días después de haber realizado la petición de las mismas, obviando la 
protección de los Derechos del trabajador, haciéndose el Fondo Prestacional 
del Magisterio acreedor a la SANCION correspondiente por la mora en el pago 
de la CESANTIA por el incumplimiento o retardo en el pago de la misma y con 
ésta circunstancia pueda resarcirse los daños que causó a mi mandante, 
situación que debe ser oportunamente protegida por este despacho. 
 
Es así que la Ley 244 de 1995 y la ley 1071 de 2006 al establecer un término 
perentorio para la liquidación de la cesantía buscó que la administración 
expidiera la resolución en forma oportuna, evitando que la autoridad 
demorara su respuesta, pretendiendo evadir la acción de la justicia. 
 
La contabilización adicional de los 10 días, a los 60 días que contempla la ley 
1071 de 2006, con el objeto de agotar el procedimiento del reconocimiento y 
pago de la cesantía, obedece a la necesidad de contabilizar el termino 
necesario para que el acto administrativo que reconoció la prestación, quede 
debidamente ejecutoriado conforme lo establece la ley. 
 
Conforme a lo anterior se puede vislumbrar que es el mismo estado, quien 
visualizaba la burla con que las entidades públicas encargadas del 
reconocimiento de la cesantía, daban a sus empleados, situación que pretendió 
remediar, pero, como lo puede observar el despacho: “hecha la ley, hecha la 
trampa”, pues lo que hicieron las entidades fue incluso demorar más la 
incertidumbre del reconocimiento de las mismas y sólo cancelar cuando los 
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recursos pudiera eventualmente tramitarlos, con el objetivo de evitarse la 
sanción por mora, pero el H. Consejo de Estado encontró en esto, una situación 
tan irregular que en multiplicidad de pronunciamientos, ya explicó la formula 
cómo deben computarse esos términos para comenzar a causarse la sanción 
por mora solicitada en esta oportunidad, lo que le significa señor juez, que 
debe accederse a las suplicas de la demanda.  
 

JURISPRUDENCIA REITERATIVA DEL HONORABLE CONSEJO DE ESTADO 

El H. Consejo de Estado en sentencia del 8 de abril de 2008, teniendo como 
M.P. al Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE, dentro del expediente radicado 
No. 73001-23-31-000-2004-01302-02(1872-07), estableció: 

“ …. La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995 es una 
sanción a cargo del empleador moroso y a favor del trabajador, establecida 
con el propósito de resarcir los daños que se causan a este último con el 
incumplimiento en el pago de la liquidación definitiva del auxilio de cesantía 
en los términos de la mencionada ley. El espíritu de la comentada disposición 
es proteger el derecho de los servidores públicos que se retiran del servicio a 
percibir oportunamente la liquidación definitiva de sus cesantías. En tal 
sentido, estableció el procedimiento para su reconocimiento y pago, 
consagrando, entre otros asuntos, una sanción a cargo de la Administración y a 
favor del trabajador, correspondiente a un día de salario por cada día de 
retardo, en caso de constituirse retardo en el pago definitivo de la referida 
prestación. 

La sanción moratoria se contabiliza a partir de la firmeza del acto 
administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas, vale 
decir, cuando no se interpongan recursos contra el mismo, cuando se renuncie 
expresamente a ellos o cuando los recursos interpuestos se hayan decidido 
(art. 62 del C.C.A.).En los eventos en que la administración no se pronuncie o 
se pronuncie tardíamente frente a la solicitud del pago del auxilio de cesantía, 
dicha situación, salvo los casos previstos por la ley para su retención, no la 
exime de la sanción moratoria correspondiente a un día de salario por cada día 
de retraso 

 "La Sala ha venido expresando que para lograr la efectividad de la previsión 
normativa contemplada en el parágrafo del artículo 2º de la Ley 244 de 1995 el 
momento a partir del cual comienza a correr el término para que se genere la 
indemnización moratoria por el no pago oportuno de las cesantías definitivas en 
los eventos en que no exista acto de reconocimiento debe contabilizarse en la 
siguiente forma: Se toma la fecha en la cual el interesado radicó la petición de 
reconocimiento y pago de las cesantías definitivas con los anexos que 
corresponda. Desde esa fecha deben computarse, conforme a los términos a los 
que alude la Ley 244 de 1995, quince (15) días hábiles para "expedir la 
Resolución correspondiente" de liquidación de las cesantías definitivas, más 
cuarenta y cinco (45) días hábiles a partir de la fecha en la cual haya quedado en 
firme dicha resolución, para efectuar el pago de la prestación social. Esto implica 

9



10 

 

que deben contabilizarse en total sesenta (60) días hábiles a partir de la 
petición, más el término de ejecutoria de la resolución correspondiente, que 
ordinariamente corresponde a diez (10) días hábiles, para un gran total de 
sesenta y cinco (7) días hábiles. 

En conclusión, cuando la entidad no se pronuncie frente a la solicitud de 
reconocimiento y pago de las cesantías definitivas, el término para el cálculo de 
la indemnización moratoria comenzará a computarse a partir del día siguiente a 
los setenta (70) días hábiles posteriores a la radicación de la petición de 
cesantías definitivas que obviamente debe ser posterior al retiro". (Negrilla y 
subrayados originales del texto). 

El H. Consejo de Estado, en providencia del 28 de enero de 2010, dentro del 
expediente rad, No. 2266-08, teniendo como M.P.al Dr. GERARDO ARENAS 
MONSALVE, contempló: 
 
“ …. En los eventos en que la administración no se pronuncie o se pronuncie 
tardíamente frente a la solicitud del pago del auxilio de cesantía, dicha 
situación no la exime de la sanción moratoria correspondiente a un día de 
salario por cada día de retraso. En este sentido se ha pronunciado la Sección 
Segunda de esta corporación estableciendo el momento a partir del cual se 
configura la sanción moratoria: 
 
“La Sala ha venido expresando que se para lograr la efectividad de la previsión 
normativa contemplada en el parágrafo del artículo 2º de la Ley 244 de 1995 
el momento a partir del cual comienza a correr el termino para que se genere 
la indemnización moratoria por el no pago oportuno de las cesantías 
definitivas en los eventos en que no exista acto de reconocimiento debe 
contabilizarse en la siguiente forma: 
 
Se toma la fecha en la cual el interesado radico la petición de reconocimiento y 
pago de las cesantías definitivas con los anexos que corresponda. Desde esa 
fecha deben computarse, conforme a los términos a los que alude la Ley 244 
de 1995, quince (15) días hábiles para “expedir la Resolución 
correspondiente” de liquidación de las Cesantías Definitivas, mas cuarenta y 
cinco (45) días hábiles a partir de la fecha en la cual haya quedado en firme 
dicha resolución, para efectuar el pago de la prestación social. Esto implica que 
deben contabilizarse en total sesenta (60) días hábiles a partir de la petición, 
más el término de ejecutoria de la resolución correspondiente, que 
ordinariamente corresponde a cinco (10) días hábiles, para un gran total de 
setenta (70) días hábiles. 
 
En conclusión, cuando la entidad no se pronuncie freno a la solicitud de 
reconocimiento y pago de la cesantías definitivas, el termino para el cálculo de 
la indemnización moratoria comenzara a computarse a partir del día siguiente 
a los setenta (70) días hábiles posteriores a la radicación de la petición de 
cesantías definitivas que obviamente debe ser posterior al retiro” (Sentencia 
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del 28 de Septiembre de 2006, Radicación numero: 23001-23-31-000-2000-
00433-01(8308-05) C.P. Alejandro Ordoñez Maldonado. Actor: Carmen Isabel 
Beltrán Ramírez. En el mismo sentido se pronunció la Sala Plena del Consejo 
de Estado en sentencia 2777-04 del 27 de marzo de 2007, C.P. Jesús María 
Lemus Bustamante y la Sección Segunda en sentencia 4597-01 del 22 de enero 
de 2004, C.P. Tarsicio Cáceres Toro). 
 
3.3 Indemnización por mora en el pago de Cesantías 
 
En el caso que ocupa ahora la atención de la Sala aparece demostrado que el 
actor solicito por escrito el día 11 de enero de 2000 el pago de las prestaciones 
sociales adeudadas, situación frente a la cual no recibió respuesta de parte de 
la entidad empleadora dentro del término legal. Solamente hasta el 27 de 
diciembre de 2001, esto es, casi dos años después, mediante la Resolución 362, 
el señor Alcalde del Municipio de Susa con autorizo el pago de las cesantías 
definitivas por valor de $2.365.369,oo (fl.121), el cual se abonó el mismo día. 
 
Dispone la Ley 244 de 1995 que la administración cuenta con quince días 
hábiles para expedir la resolución que reconozca las cesantías, previo 
cumplimiento de los requisitos señalados por la ley. Cuando se omite expedir 
tal acto administrativo dentro del plazo legalmente establecido, se vulnera 
principalmente el derecho fundamental de petición. Ante esta situación, el ex 
empleado tiene dos opciones: exigir, por vía de tutela, la respuesta a la 
solicitud de liquidación de cesantías, o, demandar ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo el acto presunto negativo que se configura con el 
silencio de la administración”. 
 
El H. Consejo de Estado, el 30 de julio de 2009, con Ponencia del Dr. VICTOR 
HERNANDO ALVARADO ARDILA, dentro del Expediente radicado No. 
73012331000200100006-01, reiteró: 
 
“ …. El momento a partir del cual se cuenta el plazo legal referido en las 
normas transcritas es el de la fecha de solicitud de reconocimiento por parte 
del interesado, tal como lo ha establecido esa corporación en reiteradas 
oportunidades: 
Conforme el artículo 1 de la ley 244 de 1995 la entidad dentro de los 165 días 
hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de liquidación de cesantías 
Definitivas, están obligadas a expedir la respectiva resolución y de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 2° de la misma Ley tiene un plazo máximo de 45 días 
a partir de la fecha en que quede en firme el acto administrativo para cancelar 
la prestación. En este caso el demandante solicita que se declare el silencio 
administrativo negativo frente a su petición del 09 de marzo de 1999 es decir 
que esta es la fecha que puede tomarse para efecto de contabilizar la 
aplicación de los artículos 1 y 2 de la Ley 244 de 1995 (…) 8 [8] 
 
Así, el término con el que cuenta la administración para efectuar el pago 
efectivo del auxilio de cesantías es de sesenta y cinco (65) días hábiles 
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siguientes al día de la presentación de la solicitud de su reconocimiento. Este 
término comprende quince (15) días hábiles para expedir la Resolución de 
Liquidación de las Cesantías definitivas, diez (10) días hábiles de su ejecutoría, 
y cuarenta y cinco (45) días hábiles para efectuar el pago de la prestación 
social. 
 
No se compadece con el sentido de la normatividad mencionada que la 
indemnización por la falta de pago oportuno de cesantías se genere solo ante 
el incumplimiento del término de 45 días contados a partir del momento en 
que se encuentre en firme el acto administrativo que las reconozca, porque se 
dejaría desamparado el ex servidor en el evento en que la administración 
tarde más de los 15 días para expedirlo. 
 
Tal como se mencionó anteriormente, el término de los 70 días hábiles con el 
que cuenta la administración para efectuar el pago efectivo de las cesantías, se 
contabiliza a partir de la fecha en que se realiza la solicitud por parte del 
interesado, si esta reúne los requisitos necesarios para su reconocimiento. 
 
Esta circunstancia ha sido ratificada por la Sentencia del Consejo de Estado del 
7 de diciembre de 2000, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, Subsección A, consejero ponente Alberto Arango Mantilla, actor José 
Ever Rodríguez Barrero, Radicado: 2020 – 00.  
 
 
En el mismo sentido, la sentencia de Consejo de Estado del 12 de diciembre de 
2002, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, 
Consejero Ponente Jesús María Lemos Bustamante, actor Beatriz Cuberos de 
Coronel, Radicado: 1604-01.  
 
En sentencia de la SALA PLENA DE LOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – 
UNIFICANDO JURISPRUDENCIA – el H. CONSEJO DE ESTADO el 27 de marzo de 
2007, dentro del expediente radicado No. 2777-2007; M.P. el Dr. JESUS 
MARIA LEMOS BUSTAMANTE, teniendo como Actor: José Bolívar Caicedo 
Ruiz, estableció:  
 
 
“ … Cuando la administración resuelve el requerimiento del servidor público 
sobre la liquidación de sus cesantías en forma tardia buscando impedir la 
efectividad conminatoria de las sanción de que trata el artículo 2 de la Ley 244 
de 1995, el tiempo a partir del cual comienza a correr el término para que se 
genere la indemnización moratoria debe contarse desde la fecha en la cual el 
interesado radico la petición de reconocimiento y pago de las cesantías 
definitivas, en decir, quince (15) días hábiles que tiene la entidad para expedir la 
resolución , mas diez (10) días Hábiles que corresponden a la ejecutoria, en el 
evento de que la resolución de reconocimiento hubiere sido expedido con la 
salvedad a que alude el mismo precepto, mas cuarenta y cinco (45) días Hábiles 
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a partir del día en que quedo en firme la resolución, para un total de 70 días 
hábiles, transcurridos los cuales se causara la sanción moratoria. 
  

Para la sala resulta claro que ante la ausencia de pronunciamiento sobre la 
liquidación de las cesantías definitivas deben contarse lo términos en la forma 
indicada para que la norma tenga efecto útil y hacer efectiva la capacidad 
conminatoria de la sanción prevista por la Ley 244 de 1995, pues, de no 
acudirse a este medio, el cometido proteccionista de los derechos de servidor 
público que animo a la Ley, se vería, paradójicamente, burlado por la 
propia ley dado que la Administración simplemente se abstendría de 
proferir la resolución de conocimiento de las cesantías definitivas para 
no poner en marcha el termino para contabilizar la sanción, 
produciéndose un efecto perverso con una medida instituida para 
proteger al ex servidor público cesante”. (Subrayado y negrilla fuera de 
texto) 
 
Así, el término con el que cuenta la administración para efectuar el pago 
efectivo del auxilio de cesantías es de sesenta y cinco (65) días hábiles 
siguientes al día de la presentación de la solicitud de su reconocimiento. Este 
término comprende quince (15) días hábiles para expedir la resolución de 
liquidación de las cesantías definitivas, diez (10) días hábiles de su ejecutoria y 
cuarenta y cinco (45) días hábiles para efectuar el pago de la prestación social.  
 
No se compadece en el sentido de la normatividad mencionada que la 
indemnización por la falta de pago oportuno de cesantías se genere solo ante 
el incumplimiento del término de 45 días contados a partir del momento en 
que se encuentre en firme el acto administrativo que la reconozca, porque se 
dejaría desamparado al ex servidor en el evento en que la administración 
tarde más de los 15 días para expedirlo”. 
 
El H. Consejo de Estado, expresó en sentencia del 2 de octubre de 2008, 
teniendo como Consejera Ponente: Dra. BERTHA LUCIA RAMIREZ DE PAEZ, 
expediente radicado No. 1998-760, que: 
 
“ …. En la hipótesis que no haya controversia frente al derecho, por existir la 
resolución de reconocimiento y la constancia o prueba del pago tardío, que, en 
principio, podría constituir un título ejecutivo complejo de carácter laboral, el 
interesado puede acudir directamente ante la jurisdicción ordinaria para 
obtener el pago mediante acción ejecutiva. 
 
En suma, la vía procesal adecuada para discutir las cesantías y el 
reconocimiento de la sanción moratoria es la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, salvo que exista certeza del derecho y de la 
tardanza, porque, se repite, en estos eventos procede la ejecución del 
título complejo” (Subrayas no hacen parte del texto original) 
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En este sentido profundizar en la situación de mi representado es inocua, pues 
la claridad en que se ha desenvuelto esta situación, no deja duda del derecho 
que le asiste a mi representado, pues ha sido tan reiterativa la jurisprudencia 
sobre la fórmula de calcular el tiempo en que debía haberse otorgado 
respuesta a las peticiones, que en el presente asunto señor Juez consideramos 
que las pretensiones de esta demanda están llamadas plenamente a prosperar.   
 

V. PRUEBAS Y ANEXOS 
 

 Poder. 
 Petición realizada a la entidad o agotamiento de vía gubernativa  
 Resolución mediante la cual se reconoció la Cesantía. 
 Certificación de Pago de la Fiduciaria y/o Recibo de pago de la cesantía. 
 Constancia de la Procuraduría de agotamiento de requisito. 
 Copia de la demanda para archivo en físico y en CD. 
 Copia de la demanda y anexos para traslado al demandado y a la agencia 

en físico. 
 
 

VI. DETERMINACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 
 
De conformidad con el certificado de salarios anexo, estimo la cuantía en  
( 3373451) y según la siguiente liquidación  
 
JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ       

FECHA DE SOLICITUD 11-May-2016     

FECHA DE PAGO OPORTUNO 24-Ago-2016     

FECHA PAGO EXTEMPORANEO 27-Oct-2016     

VALOR SALARIO AÑO 1 DE MORA $1.632.315      

        

MES DIAS MORA VALOR DIA TOTAL MES 

2016       

AGOSTO 6 $54.411  $326.463  

SEPTIEMBRE 30 $54.411  $1.632.315  

OCTUBRE 26 $54.411  $1.414.673  

        

DIAS/RETARDO 62 
TOTAL 
MORA $3.373.451  

 
 

VII. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 
 
Corresponde el conocimiento del presente asunto a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, pues, se está demandado un acto administrativo 
por medio del cual se negó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria a 
que se refiere el parágrafo del artículo 5 de la Ley 1071 de 2006, acto que de 
conformidad con las normas de jurisdicción y competencia contenidas en la 
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Ley 1437 de 2011 es censurable ante las autoridades jurisdiccionales que 
hacen parte de esa justicia especial.  
 
Esta expresión, se hace necesaria, teniendo en cuenta que algunos despachos 
judiciales, han declarado la ausencia de jurisdicción en casos como el presente, 
con fundamento en una providencia del Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
proferida en Diciembre 3 de 2014, mediante la cual dirimió el conflicto 
negativo de competencia que se suscrito entre el Juzgado Quinto Laboral del 
Circuito de Pereira y el Juzgado Cuarto Administrativo de la misma ciudad 
para conocer la demanda que inició la señora Rosalba Mesa Carvajal contra la 
Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio por haber incurrido en mora en el pago de las 
cesantías.  
 
El Consejo de Estado abordó el tema de la jurisdicción y competencia en casos 
como el presente en providencia de Julio 16 de 2015, dentro del proceso de 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO incoado por ROSA MARIA 
RODRIGUEZ OBANDO contra el DEPARTAMENTO DE BOYACA, radicado N° 
150012333000 201300480 02 (1447-2015), en la cual se resolvió la apelación 
formulada por la parte actora contra la decisión de la excepción previa 
denominada “FALTA DE JURISDICCIÓN”, C.P. DRA. SANDRA LISSET IBARRA 
VÉLEZ. 
 
La máxima autoridad de lo contencioso administrativo puntualizó sobre el 
tema lo siguiente:  
 

“De la providencia anterior, se observa que la Sala Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura al dirimir el conflicto de competencia 
estableció la existencia de un acto administrativo, esto es, la 
Resolución No 468 de 30 de diciembre de 2011, mediante la cual 
se reconoció la mora y se ordenó el pago de la sanción por tal 
concepto. Por tanto, al existir un acto administrativo con las 
características de un título ejecutivo, esto es, contener una obligación 
clara, expresa y exigible, de conformidad con el artículo 422 del C.G.P. 
(antes 488 del C. de P. C.), es de recibo que el conocimiento del proceso 
sea de la Justicia Ordinaria Laboral, ya que la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo solo conoce de las ejecuciones que se 
deriven de la condena impuesta a través de las sentencias que 
profieran los jueces de la misma.  
 
El asunto que se debate en el sub lite es distinto porque se 
demanda el acto administrativo por medio del cual la petición de 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el no pago 
oportuno de las cesantías se negó por la Administración del 
Departamento de Boyacá. Lo que significa que el conocimiento de la 
demanda contra ese acto corresponde a la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, de acuerdo con las competencias 
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señaladas por la Ley 1437 de 2011; y no se debe olvidar que 
conforme a la sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado proferida el 27 de marzo de 
2007, interesado debe provocar el pronunciamiento de la 
administración para obtener el acto administrativo que 
reconozca el derecho y que sirva de título ejecutivo para hacerlo 
efectivo ante la Justicia Ordinaria Laboral.”. (Negrillas y subrayas 
fuera de texto).  
Conforme a lo anterior no se puede afirmar en este caso que el título 
ejecutivo sea la Resolución No 0184 de 21 de abril de 2005 que 
reconoció las cesantías a la demandante, pues, allí no hay ninguna 
manifestación de la voluntad de la administración del Departamento 
de Boyacá que sea expresa, clara y exigible respecto del punto que se 
debate en este proceso, esto es, el reconocimiento de la sanción 
moratoria por el no pago oportuno de las cesantías. Además, no está 
en discusión el reconocimiento mismo de las cesantías contenido en 
la resolución mencionada; lo que es objeto del presente proceso es el 
pago de la sanción moratoria porque las cesantías no se pagaron 
dentro del plazo indicado en la ley.  
 
En este orden de ideas decir que el conocimiento del presente asunto 
es de la Justicia Ordinaria Laboral con el argumento de que hay un 
acto administrativo que reconoció las cesantías que junto con la Ley 
244 de 1994 conforma un título ejecutivo complejo que se debe 
ejecutar ante citada jurisdicción, no corresponde a un entendimiento 
real y efectivo de la jurisdicción y de las competencias señaladas en 
la ley para conocer y decidir los diferentes asuntos propuestos por 
los administrados.  
 
Entonces, como la administración no acepta la existencia de mora en 
el pago de las cesantías, y menos reconocerá de manera libre y 
espontánea la indemnización, el interesado deberá provocar decisión 
en tal sentido y para el efecto tiene que solicitar el reconocimiento de 
la indemnización prevista en la ley para cuando el pago de las 
cesantías no se hace dentro del plazo allí señalado.”  

Las anteriores consideraciones resultan fundamentales y suficientes para 
demostrar que la presente demanda es conocimiento de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, conforme a las competencias dispuestas por el 
legislador en virtud de los factores de cuantía y territorio.    
 
Así la cosas, tal decisión, se convierte en directriz jurisprudencial que debe ser 
acatada por las autoridades que hacen parte de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa de jerarquía menor, por constituir un precedente frente al 
tema de fondo de la presente acción. 
 

VIII. DOMICILIO PROCESAL Y NOTIFICACIONES 
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DEMANDANTE: CL 67 N° 9-09 
 
APODERADO: Dirección de Correo Electrónico:  
notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co  Dirección Físico: Carrera 58 # 
44- 31, PBX 7447643, , Bogotá 
 
DEMANDADO: Para efectos de la aplicación del artículo 199 del Código 
Contencioso Administrativo14, la dirección electrónica de la representante de 
entidad demandada NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, es:  
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co   
 
Dirección Física: Centro Administrativo Nacional (CAN), ubicado en la calle 43 
No. 57- 15, Teléfono: 2222800 de Bogotá D.C.  
 
Cordialmente, 
                                               

 
_____________________________________ 
JULIAN ANDRES GIRALDO MONTOYA 
CC. No. 10’268.011 de Manizales C. 
TP. No. 66.637 del C.S. de la J

                                                 
14 Notificación auto admisorio de la demanda. 
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INFORME AL DESPACHO 

 

JUZGADO TRECE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DE BOGOTÁ 
 SECCIÓN SEGUNDA 

  
Al Despacho de la señora Jueza: YANIRA PERDOMO OSUNA  

 
HOY: 17/09/2020 
 
 

 

 
Ingresa al Despacho de la señora Jueza la presente Acción de  Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho repartida por Oficina de Apoyo de los Juzgados 
Administrativos  para estudio  . Sírvase proveer.- 
 

 

 

 

 

 
MELISSA RUIZ HURTADO 

SECRETARIA 
 

 



   

 

   

 

JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCION SEGUNDA 

 
 
 

Bogotá, D.C., primero (1) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

 

Radicación:  11001-33-35-013-2020-00244 

Proceso: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ 

Demandado: 
NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL-FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Asunto:  Auto admite demanda 

 
 

Por reunir la demanda los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss, 

162 ss, del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA) y, de conformidad con lo previsto en los artículos 171 y 172 

ibidem, este Despacho, 

                              

 

RESUELVE 

 

 

 

1.- RECONOCER personería jurídica, al doctor JULIÁN ANDRES GIRALDO 

MONTOYA, identificado con la C.C N°10.268.011 y portador de la T.P. No. 66.637 

del C.S.J., como apoderado de la parte demandante, conforme al poder obrante en 

el expediente virtual a folio 20. 

 

2.- ADMITIR la demanda, interpuesta por JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE 

RAMIREZ, a través de apoderado, en contra de la NACION - MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO.  

 

3.- NOTIFICAR por estado la admisión de la demanda a la(s) parte(s) 

demandante(s). 

 

4.- NOTIFICAR personalmente la admisión de la demanda, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 171 del C.P.A.C.A. a las siguientes personas: 

 

4.1.- MINISTRO DE EDUCACION NACIONAL, o a quien haya delegado para tal 

función. 

 

4.2.- DIRECTOR DE LA AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÌDICA DEL 

ESTADO (artículo 612 de la ley 1564 de 2012). 

 

4.3.- MINISTERIO PÚBLICO  
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5.- CORRER traslado de la demanda a la (s) parte (s)  demandada (s), a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Público, por el término de 

treinta (30) días, que comenzará a correr al vencimiento del término común de 

veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, conforme a los 

dispuesto en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con los 

artículos 199 y 200 ibidem, y el artículo 612 de la Ley 1564 de 2012.   

 

6.- PREVENIR a la entidad demandada, a fin de que conteste por escrito la 

demanda con el lleno de los requisitos del artículo 175 del C.P.A.C.A, y allegando 

la totalidad de las pruebas que se encuentren en su poder y que pretenda hacer 

valer en el proceso. 

 

7.- ADVERTIR que como quiera que los expedientes administrativos de los 

docentes vinculados al FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO  reposan en el ente territorial del último lugar de prestación de 

servicios de los mismos, por secretaria líbrese oficio a la Secretaria de Educación 

de Bogotá a fin de que se sirva aportar el respectivo cuaderno administrativo de la 

demandante, la inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria 

gravísima del funcionario encargado del asunto (parágrafo 1º,  artículo 175 

C.P.A.C.A.) 

    

8.- IMPONER a la parte demandante la carga de efectuar la 

remisión de  la demanda y sus anexos, al buzón electrónico de la parte demandada, 

de conformidad con lo dispuesto en el numeral 6 del Decreto 806 del 4 de junio de 

2020, debiendo allegar los respectivos soportes documentales que dan cuenta de 

dicha actuación dentro del término de tres (3) días hábiles al correspondiente 

envío, para efectos de proceder a la notificación del presente auto.   

 

9. INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 

establecidas en el artículo 3 del Decreto 806 de 2020, realizando las actuaciones a 

través de medios tecnológicos, para cuyo efecto deben informar los canales 

digitales, correo electrónico y celular escogido para los fines del proceso, y enviar 

copia de todos los memoriales a través de estos con copia incorporada al mensaje 

de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los Juzgado Administrativos al correo 

electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co,  para su registro en siglo XXI 

y su posterior reenvió a este juzgado. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
YANIRA PERDOMO OSUNA 

JUEZA 

mailto:electr%C3%B3nico%E2%80%AFcorrescanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


   

   

 

 
Radicación: 11001-33-35-013-2020-00244 

Proceso:NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Demandante:JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ 

Demandado:MINEDUCACION NACIONAL 
-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
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JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.  

-SECCIÓN SEGUNDA- 
   
Por anotación en estado electrónico No. 046 de fecha 02-10-2020 fue notificado el auto anterior. 
Fijado a las 8:00 AM.  
   

La secretaria,  
              11001-33-35-013-2020-00244 

 

 

Firmado Por: 

 

YANIRA  PERDOMO OSUNA  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 013 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO BOGOTA-CUNDINAMARCA 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

eb546fe7abb71bd68891fa36d317ea45e2d610bb6815e5ab4af3308661924f4e 
Documento generado en 01/10/2020 09:32:13 p.m. 
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ESTADO 046 DEL 02-10-2020

Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>
Vie 2/10/2020 12:59 PM
Para:  YACKSONABOGADO@GMAIL.COM <YACKSONABOGADO@GMAIL.COM>; notificaciones@wyplawyers.com
<notificaciones@wyplawyers.com>; egrtolima@gmail.com <egrtolima@gmail.com>; florvelasquez627@hotmail.com
<florvelasquez627@hotmail.com>; andres.maldonadoperdomo@gmail.com <andres.maldonadoperdomo@gmail.com>;
secretaria@rodriguezfils.com <secretaria@rodriguezfils.com>; norberto.rodriguez@roriguezfils.com
<norberto.rodriguez@roriguezfils.com>; stevearias85@gmail.com <stevearias85@gmail.com>; cundinamarcaplqab@gmail.com
<cundinamarcaplqab@gmail.com>; PAULAAGUDELOLOPEZQUINTERO@GMAIL.COM
<PAULAAGUDELOLOPEZQUINTERO@GMAIL.COM>; giovaniamarillo@hotmail.com <giovaniamarillo@hotmail.com>;
jairo.bernal.c@hotmail.com <jairo.bernal.c@hotmail.com>; notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co
<notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co>; carmenza_perez_p@hotmail.com <carmenza_perez_p@hotmail.com>;
miguel.abcolpen@gmail.com <miguel.abcolpen@gmail.com>; favisan2@hotmail.com <favisan2@hotmail.com>;
jorgem86.r@gmail.com <jorgem86.r@gmail.com>; KATHEBONILLA93@GMAIL.COM <KATHEBONILLA93@GMAIL.COM>;
herminsogg@hotmail.com <herminsogg@hotmail.com>; EDWIN MAHECHA <Notificaciones.Bogota@mindefensa.gov.co>
CC:  procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>; Yalith Lucia Torres
<yltorres@procuraduria.gov.co>

21 archivos adjuntos (2 MB)
046-2020.pdf; 2020-041-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf; 2020-041-AUTO TRASLADO MEDIDA CAUTELAR.pdf; 2020-050-AUTO
ADMITE DEMANDA.pdf; 2020-052-AUTO INADMITE-REMITADA JURIS LABORAL.pdf; 2020-076-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf;
2020-076-AUTO TRASLADO MEDIDA CAUTELAR.pdf; 2020-226 AUTO AVOCA CONOCIMIENTO-CONC EXTRAJ.pdf; 2020-231
AUTO AVOCA CONOCIMIENTO CONCIL EXTRAJ.pdf; 2020-232-AUTO IMPEDIMENTO FISCALIA-BONIFICACION JUDICIAL.pdf;
2020-234-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf; 2020-235-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf; 2020-237-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf;
2020-239-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf; 2020-240-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf; 2020-242-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf;
2020-243-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf; 2020-244-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf; 2020-245-AUTO ADMITE DEMANDA.pdf;
2020-247-AUTO IMPEDIMENTO FISCALIA-BONFICACION JUDICIAL.pdf; 2020-249-AUTO PREVIO ÚLTIMO LUGAR.pdf;

JUZGADO TRECE (13) A DMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO
JUDICIAL DE BOGOTÁ- SECCIÓN SEGUNDA.

CARRERA 57 No. 43-91 piso 4
3232058955

 
Por medio de la presente envió en archivo pdf copia la publicación del Estado N°046 de 2020 que
contiene autos proferidos el 01 DE OCTUBRE DE 2020, en el cual se registraron las decisiones
tomadas dentro de sus procesos.
 
Me permito informar que los autos fueron publicados en el portal de la Rama
Judicial h�ps://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-13-administra�vo-de-bogota/310
 
 
Cordialmente, 
 
MELISSA RUIZ HURTADO
Secretaria
Juzgado Trece Administra�vo de Bogotá

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ramajudicial.gov.co%2Fweb%2Fjuzgado-13-administrativo-de-bogota%2F310&data=02%7C01%7Cjadmin13bta%40notificacionesrj.gov.co%7Caae2923320314ea4eb7108d85a88dc5e%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637358891149428554&sdata=MarxjQ77ot4w6cvF9iH4n3RzF7KqQiioinTkQ3qwjOs%3D&reserved=0
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RV: COTEJO DE NOTIFICACION TRASLADO DEMANDA

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 30/10/2020 10:58 AM
Para:  Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C. <jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>

2 archivos adjuntos (252 KB)
MEMORIAL TRASLADO JUZ 13 2020 244.pdf; TRASLADO JUZ 13 2020-244.pdf;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: No�ficaciones Bogota <no�ficacionesbogota@giraldoabogados.com.co> 
Enviado: viernes, 30 de octubre de 2020 10:06 a. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: COTEJO DE NOTIFICACION TRASLADO DEMANDA
 
PROCESO: 11001333501320200024400
PARTES
DEMANDANTE: JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ
DEMANDADO:    NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL
JUZGADO  13 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 
ASUNTO:  NOTIFICACIÓN TRASLADO DEMANDA



 
 
 

DC 5858 

 

 

Señor:  

JUZGADO 13 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C 

 

 

EXPEDIENTE: 11001333501320200024400 

DEMANDANTE: JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ 

DEMANDADO: NACION - MINISTERIO DE EDUCACION – SECRETARIA DE EDUCACION. 

 

 

JULIAN ANDRES GIRALDO MONTOYA, identificado en el número de cedula 10.268.011 de 
Manizales, portador de la tarjeta profesional No 66.697 expedida por el Consejo Superior de la 
Judicatura actuando como apoderado judicial de la parte actora, respetuosamente me permito allegar 
documental del envió de demanda y sus anexos por medio electrónico a las siguientes entidades: 
Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Publico, lo anterior para los fines 
legales pertinentes. 

 

 

 

 

Del señor Juez, atentamente,  

 

 

 

 

 

JULIÁN ANDRÉS GIRALDO MONTOYA  

C.C. 10.268.011 de Manizales 

T.P. 66.637 del C.S. de la Judicatura. 
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Notificaciones Bogota <notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co>

NOTIFICACION TRASLADO DEMANDA 
1 mensaje

Notificaciones Bogota <notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co> 30 de octubre de 2020, 15:58
Para: notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co, procesosnacionales@defensajuridica.gov.co,
procesosjudiciales@procuraduria.gov.co

PROCESO: 11001333501320200024400
PARTES
DEMANDANTE: JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ
DEMANDADO:    NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL
JUZGADO  13 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 
ASUNTO:  NOTIFICACIÓN TRASLADO DEMANDA

2 adjuntos

DEMANDA JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ.pdf 
1143K

ANEXOS.pdf 
4932K

https://mail.google.com/mail/u/1?ui=2&ik=1243d0028d&view=att&th=1757a04bf4ad2ec5&attid=0.1&disp=attd&realattid=f_kgwdpfml0&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/1?ui=2&ik=1243d0028d&view=att&th=1757a04bf4ad2ec5&attid=0.2&disp=attd&realattid=f_kgwdq54f1&safe=1&zw


17/11/2020 Correo: Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/search/id/AAQkAGYxYjlhZGNiLWM5NDEtNDAwOC05MTA1LTFmZWI3NGY5NDJjZQAQABtcakMqJd9JoY7CYIxqDzI%… 1/1

NOTIFICACION DEMANDA 2020-244

Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>
Vie 13/11/2020 8:00 AM
Para:  Gustavo Adolfo Amaya Zamudio <notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co>;
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>; Yalith Lucia Torres
<yltorres@procuraduria.gov.co>

1 archivos adjuntos (7 MB)
2020-244 EXPEDIENTE NYR.pdf;

JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE
BOGOTÁ

SECCIÓN SEGUNDA
CARRERA 57 No. 43-91 PISO 4 BOGOTÁ D.C.

 LINEA WHATSAPP-CELULAR: 3232058955
 

Como quiera que el apoderado de la parte demandante acreditó haber remitido al buzón
electrónico de la entidad demandada, la demanda y sus anexos de conformidad con lo
dispuesto en el numeral 6 del Decreto 806 del 4 de junio de 2020, procedo a
notificar auto admisorio de fecha 1 de octubre de 2020, proferido dentro del Expediente Nº.
11001 33 35 013 2020-00243 

 
Adjunto: 
 

1. Archivo pdf que contiene demanda, anexos y auto admisorio. 
 
Cordialmente, 

Melissa Ruiz Hurtado
Secretaria
Juzgado Trece Administra�vo de Bogotá

NOTA:  SE INSTA a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones establecidas
en el artículo 3 del Decreto 806 de 2020, realizando las actuaciones a través de medios

tecnológicos, debiendo informar para tal efecto los canales digitales, correo electrónico y
celular escogido para los fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de

estos con copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo
de los Juzgados Administrativos al correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su posterior reenvío
a este juzgado. 
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Entregado: NOTIFICACION DEMANDA 2020-244

postmaster@defensajuridica.gov.co <postmaster@defensajuridica.gov.co>
Vie 13/11/2020 8:00 AM
Para:  procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>

1 archivos adjuntos (50 KB)
NOTIFICACION DEMANDA 2020-244;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

procesosnacionales@defensajuridica.gov.co

Asunto: NOTIFICACION DEMANDA 2020-244

mailto:procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
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Entregado: NOTIFICACION DEMANDA 2020-244

postmaster@procuraduria.gov.co <postmaster@procuraduria.gov.co>
Vie 13/11/2020 8:01 AM
Para:  Yalith Lucia Torres <yltorres@procuraduria.gov.co>

1 archivos adjuntos (49 KB)
NOTIFICACION DEMANDA 2020-244;

El mensaje se entregó a los siguientes destinatarios:

Yalith Lucia Torres

Asunto: NOTIFICACION DEMANDA 2020-244

mailto:yltorres@procuraduria.gov.co
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Retransmitido: NOTIFICACION DEMANDA 2020-244

Microsoft Outlook
<MicrosoftExchange329e71ec88ae4615bbc36ab6ce41109e@etbcsj.onmicrosoft.com>
Vie 13/11/2020 8:01 AM
Para:  Gustavo Adolfo Amaya Zamudio <notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co>

1 archivos adjuntos (35 KB)
NOTIFICACION DEMANDA 2020-244;

Se completó la entrega a estos destinatarios o grupos, pero el servidor de destino no
envió información de notificación de entrega:

Gustavo Adolfo Amaya Zamudio (notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co)

Asunto: NOTIFICACION DEMANDA 2020-244

mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
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RV: CONTESTACION DEMANDA 110013335013202000244-JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE
RAMIREZ

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 5/02/2021 2:07 PM
Para:  Juzgado 13 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C. <jadmin13bta@notificacionesrj.gov.co>

3 archivos adjuntos (8 MB)
CONTESTACION DEMANDA SANCION MORATORIA JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ.pdf; PODER JOAQUIN ALBERTO
HINCAPIE RAMIREZ.pdf; ESCRITURA PÚBLICA No. 522.pdf;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

…MEGM… 
Sede Judicial  CAN

De: Rueda Agredo Karen Eliana <t_krueda@fiduprevisora.com.co> 
Enviado: viernes, 5 de febrero de 2021 12:57 p. m. 
Asunto: CONTESTACION DEMANDA 110013335013202000244-JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ
 
Buenas tardes
Por medio del presente remito contestación de la demanda de la referencia
 
Karen Eliana Rueda Agredo
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La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

*20211180274151* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20211180274151 
Fecha: 05-02-2021 

Señores 
JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

Dirección: Carrera 57 No. 43-91 
E.                                                  S.                                                                           D. 
 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE: JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- 

RADICADO:   11001333501320200024400 
 
 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO identificada con cédula de ciudadanía número 

1.018.443.763 de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 260125 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACION- MINISTERIO DE 

EDUCACION, FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO-, conforme al poder de sustitución conferido por el Dr. LUIS ALFREDO 

SANABRIA RIOS actuando en ejercicio de la delegación efectuada por el Dr. GUSTAVO 

FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por la Ministra de Educación para 

la función de otorgar poderes en representación de la misma, a través de la escritura pública No. 

522 del 28 de marzo de 2019, me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en 

los siguientes términos: 

A LOS HECHOS 

A continuación, se dará respuesta a cada uno de los hechos relatados por la parte actora dentro 

de la demanda, en los términos siguientes:  

PRIMERO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

SEGUNDO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

TERCERO: PARCIALMENTE CIERTO. De acuerdo a los soportes documentales se evi-
dencia que la señor JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ presento solicitud de reco-
nocimiento y pago de cesantías definitivas, el día 11 de mayo de 2016. 
 

CUARTO: ES CIERTO: Mediante resolución 5599 del 11 de agosto de 2016 se reconoció y 

ordeno el pago de las cesantías definitivas;  tal y como consta en la documentación adjunta con 

la demanda. 

QUINTO: ES CIERTO. La cesantía fue pagada a la docente el día 27 de octubre de 2016. 
 
SEXTO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte actora, 

acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

SEPTIMO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

OCTAVO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva del apoderado de la parte 

actora, acerca de la interpretación de una norma, lo cual no es objeto de pronunciamiento alguno. 

NOVENO: ES CIERTO. La docente solicito reconocimiento y pago de sanción moratoria el 
día 05 de agosto de 2019, tal y como consta en la documental allegada al expediente. 
 

A LAS PRETENSIONES 

Me opongo a las pretensiones de la demanda frente a la condena por sanción moratoria, en los 

fundamentos de la defensa y acorde con lo que resulte probado dentro del proceso. En términos 

precisos la oposición a las pretensiones se fundamenta en las siguientes razones:  

 

DECLARATIVAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO, como quiera que no es cierto la configuración del acto ficto 
negativo o presunto frente a la solicitud de pago de la sanción por la no consignación oportuna 
de las cesantías radicada el día 05 de agosto de 2019, toda vez que no existe prueba de la 
configuración del mismo. 
 
SEGUNDA: ME OPONGO A que se declare que la NACIÓN - MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO- (FOMAG)  debe reconocer y pagar la sanción moratoria solicitada, toda 
vez que no es procedente. 
 
CONDENATORIAS 
 
PRIMERA: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG)  a reconocer y pagar sanción 

moratoria toda vez que la misma no es procedente. 

 

SEGUNDA: ME OPONGO pues la sentencia en si ya tiene un carácter vinculante y no se 

requiere la solicitud de la misma. 

 

TERCERA: SEGUNDO: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de 

derecho se ordene a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG)  a 

reconocer de manera adicional a una posible sanción moratoria el valor de reajuste el índice de 

variación de precios del consumidor, pues esta postura contraría la sentencia de unificación 

00580 del 2018 del Consejo de Estado donde se señala que la sentencia que reconoce la sanción 

moratoria “simplemente declara su ocurrencia y la cuantifica, sin que ello implique el incumplimiento de una 

obligación generada por ministerio de la ley, tratándose de empleados públicos, susceptible de ser ajustada con los 

índices de precios al consumidor, cuyo propósito es mantener la capacidad adquisitiva y la finalidad que la justifica 

en el ordenamiento jurídico”1.  

 

La sanción moratoria prevista por la Ley 244 de 1995 no es, en sentido estricto, un mecanismo 

de indexación que pretenda proteger el valor adquisitivo de la cesantía sino que tiene un sentido 

en parte diferente, por lo cual no estamos, en estricto sentido, frente a una protección del valor 

adquisitivo de la cesantía sino a una sanción moratoria tarifada que se impone a las autoridades 

pagadoras debido a su ineficiencia.   

 

La naturaleza sancionadora, el cuantioso cómputo sistemático y prolongado en el tiempo sin que 

implique periodicidad, y la previsión intrínseca del ajuste del salario base con el IPC, indican con 

toda certeza que la sanción moratoria no puede indexarse a valor presente, razón por la cual, se 

rechaza de forma categórica esta pretensión.  

 

CUARTO: ME OPONGO A que a título de nulidad y restablecimiento de derecho se ordene 

a NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -(FOMAG) al reconocimiento de 

intereses moratorios en la medida en que estos, involucran un componente «inflacionario que 

afecta el poder adquisitivo del dinero2», de manera que al igual que la indexación, podrían ser 

una doble carga que afectaría seriamente los recursos públicos si se imponen de forma simultánea 

con la sanción moratoria. Los intereses moratorios constituyen “el mecanismo para dar respuesta al 

retardo al pago de prestaciones sociales, la cual incluye la orientación a impedir que estas devengan irrisorias por 

                                                           
1 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018. C.P: 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. Radicación: 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) 
2 Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral. Sentencia del 27 de Agosto de 2014. M.P: Gustavo Her-
nando López Algara.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

la notoria pérdida del poder adquisitivo de los signos monetarios”3. En ese sentido no es aceptable que se 

imponga a la Administración el deber de responder por el retardo, mediante la aplicación de la 

sanción moratoria como con los intereses moratorios, ya que ello supondría una violación al non 

bis in ídem.  

 

La jurisprudencia frente a los intereses moratorios ha reconocido su carácter sancionatorio y su 

capacidad de actualización del poder adquisitivo, señalando que no solo llevan “implícita esa 

actualización de la moneda y más, por tratarse de una sanción, se itera, equivalente a «la tasa máxima de interés 

moratorio vigente en el momento en que se efectúe el pago»”4.  

 
QUINTA: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el 

Derecho a la legitima defensa y por ende no se debe condenar en costa si no hay gastos en los 

que hizo incurrir la parte vencida de conformidad con lo dispuesto por el articulo 365 Código 

General del Proceso. 

 
EXCEPCIÓNES DE FONDO 

 
1. TÉRMINO SEÑALADO COMO SANCIÓN MORATORIA A CARGO DEL 

FOMAG Y LA FIDUPREVISORA ES MENOR AL QUE SEÑALA LA PARTE 
DEMANDANTE 

 
En el presente caso debe señalarse que el término mediante el cual la secretaria de educación 
tenía para dar contestación a la solicitud de cesantías era hasta el primero (01) de junio  de 2016, 
teniendo en cuenta que la radicación de la solicitud de las mismas se realizó el día  11 de mayo 
de 2016 No obstante, el acto administrativo No 5299 que accedió al reconocimiento de las 
cesantías, fue expedido hasta el 11 de agosto de 2016. 
 
El 25 de agosto de 2016, el acto administrativo quedó en firme, por lo tanto, a partir de este 
momento se cuenta el término para el ente pagador de cuarenta y cinco (45) días para realizar el 
pago, es decir hasta el ocho (8) de octubre  de 2016 y las mismas fueron pagadas el día 27 de 
octubre de 2016.  
 
Analizado lo anterior el retardo es por cuenta de la Secretaria de Educación del Distrito. 
 
Esto en consonancia con la ley 1955 del 25 de mayo de 2019 que en su artículo 57 señaló:  

 
“Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 
1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
  

                                                           
3 Ibíd. 
4 Ibíd. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas 
por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de 
la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial. 
  
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio 
de unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones 
definidas por la ley, con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las 
Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago de los servicios de 
salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 
  
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán destinarse para 
garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, 
pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas por vía judicial 
o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
  
Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías 
por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 
únicamente del pago de las cesantías.” (Subraya y negrita no hacen parte del texto original) 

 
En principio la Secretaría, señalará que se ciñó al procedimiento enmarcado en los artículos 2,3,4 
y 5 del Decreto 2831 del 16 de agosto de 2005que reglamentó el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005 indicando que suscribió el acto administrativo previa aprobación por parte del ente 
pagador. No obstante, el H. Consejo de Estado en sentencia SU 00580 de18 de julio de 2018 
señaló que dicha normatividad tiene una contradicción frente a los términos enmarcados en ley 
1071 de 2006 debiéndose aplicar los términos establecidos en la ley y no en el decreto 
reglamentario:  
 

“(…) En consecuencia, estima la Sala que el Decreto Reglamentario 2831 de 2005 desconoce la 
jerarquía normativa de la ley, al establecer trámites y términos diferentes a los previstos en ella para el 
reconocimiento y pago de la cesantía, que como hemos visto, resultan aplicables al sector docente oficial. 
Por ende, y a pesar de no ser objeto de este proceso (…) la Sala inaplicará para los efectos de unificación 
jurisprudencial contenida en esta providencia, la mencionada norma reglamentaria (… )” 
 

Entonces y en virtud de lo señalado en la Ley 1071 de 2006, el acto administrativo debió 
expedirse dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de solicitud de las cesantías, para 
después de quedar ejecutoriado el ente pagador dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes 
ponga los recursos a disposición del peticionario y no haberse tomado el término en el decreto 
2831 de 2005, en tanto que los términos señalados en ambas normativas son contradictorios, 
teniéndose que aplicar la regla de mayor jerarquía, esto es la ley por encima de los reglamentos.  
 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

En consecuencia hubo un retardo por parte del ente territorial en expedir el acto administrativo 
al no haber sido proferido dentro del término de los quince (15) días posteriores a la radicación 
de la solicitud, situación que a la luz del artículo 57 de la ley 1955 de 2019, son de única 
responsabilidad de dicha entidad siendo necesario su condena proporcional en la sentencia. 
 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACIÓN DE LA SANCIÓN MORATORIA  

 

La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, es una multa a cargo del empleador 

y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los daños que se causan a este último 

con el incumplimiento en el pago de la liquidación definitiva del auxilio de cesantía en los 

términos de la citada Ley.  

 

En ese orden de ideas, esta sanción moratoria por pago extemporáneo de las cesantías, es una 

penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador reconozca y pague de manera oportuna 

la mencionada prestación, más no mantener el poder adquisitivo de la suma de dinero que la 

representa y con ella, la capacidad para adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como 

su propósito. Desde la óptica del empleado, si bien la sanción moratoria representa una suma de 

dinero considerable, sucesiva mientras no se produzca el pago de las cesantías; ella ni lo 

compensa ni lo indemniza por la ocurrencia de la mora del empleador en cumplir con su 

obligación de dar, puesto que su propósito es procurar el pago oportuno de la prestación social, 

razón por la cual, no es posible hablar que estamos ante un derecho o una acreencia derivada de 

la relación de trabajo o de las eventualidades que el empleador ampare en virtud de lo que ordena 

la ley.  

 

La indexación es una simple actualización de una obligación dineraria con el fin de proteger el 

poder adquisitivo de los trabajadores debido a los fenómenos inflacionarios, mientras que la 

sanción moratoria impuesta por la ley 244 de 1995 busca penalizar económicamente a las 

entidades que incurran en mora. 

 

En tal sentido, al no tratarse de un derecho laboral, sino de una penalidad de carácter económica 

que sanciona la negligencia del empleador en la gestión administrativa y presupuestal para 

reconocer y pagar en tiempo la cesantía, no es procedente ordenar su ajuste a valor presente, 

pues, se trata de valores monetarios que no tienen intención de compensar ninguna contingencia 

relacionada con el trabajo ni menos remunerarlo. 

 

Según el Consejo de Estado “para justificar la indexación de la sanción por mora en el pago de las cesantías, 

no es viable acudir al contenido del último inciso del artículo 187 del CPACA, según el cual, «Las condenas al 

pago o devolución de una cantidad líquida de dinero se ajustarán tomando como base el índice de precios al 

consumidor», pues en estricto sentido, la sentencia no reivindica ningún derecho ni obligación insatisfecha, 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

erigiéndose como generadora de un beneficio económico para el demandante cuya única causa fue la demora en el 

pago de una prestación”5.  

 

Igualmente la Corte Constitucional ha señalado que “la sanción moratoria impuesta por la ley busca 

penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su monto es en general superior a la 

indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable que un trabajador que tenga derecho a la sanción 

moratoria impuesta reclame también la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre 

la actualización monetaria sino que incluso es superior a ella”6. 

 

IMPOSIBILIDAD DE INDEMNIZAR CONJUNTAMENTE INTERESES 

MORATORIOS Y SANCIÓN MORATORIA  

 

La Corte Constitucional ha señalado que la sanción moratoria y los intereses moratorios cumplen 

una doble función: servir de apremio al empleador moroso y salvaguardar el ingreso del 

trabajador de los efectos adversos de la disminución del poder adquisitivo, y en tal sentido son 

mecanismos dirigidos a proteger la retribución por el servicio personal del empleado7. El Alto 

Tribunal ha indicado que se trata de institutos que responden a las siguientes características 

definitorias: i) Son mecanismos que buscan desincentivar el incumplimiento del empleador en el 

pago de salarios y prestaciones, insolutas al momento de terminar la relación laboral; ii) 

Encuentran sustento constitucional en la necesidad de proteger la remuneración del trabajador 

que, al finalizar su vínculo laboral queda desprotegido económicamente, lo que obliga al pago 

oportuno de las acreencias debidas. 

 

Ello implica que no es posible hacer confluir los intereses moratorios con la sanción moratoria 

porque ambos buscan preservar el poder adquisitivo y pretenden proteger al empleado del 

retardo de la obligación o prestación principal, y en ese sentido no es lógico ni razonable pedir 

que se indemnicen simultáneamente estos valores, ya que ello supondría que la Administración 

tenga que realizar dos pagos diferentes que provienen de una misma fuente jurídica. 

 

PETICIONES 
 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo 

el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO.-Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. En consecuencia ordenar el Archivo del Expediente.  

                                                           
5 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia de Unificación del 18 de julio de 2018. C.P: 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. Radicación: 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) 
6 Corte Constitucional. Sentencia C-448 de 1996. M.P: Alejandro Martínez Caballero.  
7 Corte Constitucional. Sentencia C-892 de 2009. M.P: Luis Ernesto Vargas Silva.  



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

TERCERO.  Condenar en costas judiciales a la parte actora. 
CUARTA. Que haga parte a la Secretaría de Educación del Distrital de Bogotá D.C., toda vez 
que participó de manera activa en la elaboración del acto administrativo que se pretende 
controvertir a través del proceso de la referencia. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Invoco como normas aplicables a la presente contestación, la Ley 91 de 1989, Por la cual se crea 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la Ley 244 de 1995; La Ley 1071 de 

2006; artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, Decreto-Ley 2158 

de 1948. 

ANEXOS 

 

 Poder para actuar 

 Copia de Escritura pública No. 522 de fecha  28 de marzo de 2019 

 

NOTIFICACIONES 

Mi representada recibe notificaciones en la calle 72 No. 10-03, correo electrónico: 

t_krueda@fiduprevisora.com.co 

Cordialmente, 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 

CC. No. 1.018.443.763 de Bogotá 

T.P No. 260125 del C.S. de la J 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
 



  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 

Señores  

JUZGADO TRECE (13) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

E.    S.     D. 

__________________________________________________________________________________________ 

RADICADO:  11001333501320200024400 
DEMANDANTE:  JOAQUIN ALBERTO HINCAPIE RAMIREZ 
DEMANDADO:   NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
                                    PRESTACIONES  SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado con cédula de ciudadanía No 80.211.391 de Bogotá, abogado en ejercicio, 
portador de la tarjeta profesional No 250.292 del Consejo Superior de la Judicatura en calidad de apoderado de:   
 

1. LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, NIT 899.999.001-7, conforme al poder general otorgado 
por el doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora  jurídica  del MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL,  mediante la escritura pública 522 del 28 de marzo del 2019, en la Notaría Treinta y Cuatro del 
Circulo notarial de Bogotá D.C.  

Y/O 
 

2. FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., NIT. 860.525.148-5,  en su calidad de vocera y administradora del patrimonio 
Autónomo FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al poder general 
otorgado por su representante legal, el doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FRAILY,  a través de la escritura 
pública No 062 del 31 de enero 2019, protocolizada en la Notaría Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto a su despacho que SUSTITUYO PODER a los abogados KAREN ELIANA RUEDA AGREDO identificado/a  civil y 
profesionalmente como aparece al pie de su firma,  y al abogado JAVIER SILVA MONROY, identificado/a con la cedula de 
ciudadanía NO 1.033.712.322 de Bogotá D.C., y portador de la Tarjeta Profesional No 233.686.del C.S de la J, para que 
realicen la defensa técnica del proceso para el cual se aporta el presente documento. 
 
El apoderado sustituto tendrá  las facultades a mi conferidas, incluyendo las facultades de sustituir contestar demandas, 
presentar recursos ordinarios y extraordinarios, PRESENTAR LAS FORMULAS DE CONCILIACION PREJUDICIAL Y JUDICIAL 
de acuerdo con las directrices estipuladas dentro del acta emitida  por el Comité De Conciliación de la entidad referida, y 
en general, todas aquellas funciones propias de este mandato, en los términos establecidos en el artículo 77 del Código 
General del Proceso.   
 
Del señor (a) Juez, 
 
 
 
 
 
 
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 

T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
Acepto: 
 

 
KAREN ELIANA RUEDA AGREDO 
C.C 1018443763 de Bogotá D.C. 

 T.P 260125 del C.S.J
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